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mirando
hacia otro lado

Pasaron casi veinticinco años hasta que la reforma de 2009 de la LO 4/2000
reguló la institución del internamiento, incluyendo catálogos de derechos y de
deberes. Regulación que trasponía al ordenamiento jurídico español el marco
establecido por el capítulo IV (artículos 15-18) de la Directiva 2008/115/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, relativa a 
normas y procedimientos comunes en los Estados miembros para el retorno
de los nacionales de terceros países en situación irregular. Y pasó un lustro
hasta que se desarrolló reglamentariamente en el Real Decreto 162/2014, de 
14 de marzo. Desde la publicación del reglamento, de vez en cuando emerge 
el debate en las sesiones de control del gobierno por el pleno o en las 
sesiones de las comisiones de Interior del Congreso y del Senado. 

Los tiempos políticos relativos a los CIE son lentos. Tienen su 
origen en el artículo 26.2 de la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio,
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España. El 
Tribunal Constitucional estableció el margen estrechísimo en 
el que no son inconstitucionales en la STC 115/1987, 7 de Julio 
de 1987.

1. Un debate político empantanado sobre el 
modelo de CIE
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Las intervenciones revelan tres posturas que parecen bastante fijadas en los grupos parlamentarios que
las defienden:

a) La que defiende los CIE como institución deseable para garantizar la expulsión de inmigrantes ilegales, disuadiendo
a quienes se planteen la migración.

b) La que asume los CIE como mal necesario que humanizar en lo posible, según el marco provisto por su re-
glamento.

c) La que aboga por el cierre de los CIE dentro de un programa de flexibilización de la política migratoria. 

Es interesante comparar los discursos de los últimos dos ministros del Interior, el Sr. Zoido y el Sr. Grande-Marlaska, ante
la comisión de Interior del Congreso. Interesan principalmente aquellos en los que expusieron sus programas políticos
al inicio de la XII y de la XIV legislatura. 

El 21 de diciembre de 2016 el Sr. Zoido exponía:

Quiero también plantear una reflexión sobre los Centros de Internamiento para
Extranjeros, los CIE. (...), estos centros no tienen carácter penitenciario, forman
parte de lo que ha sido la política común europea y han prestado un servicio,
pero pueden y deben mejorar en su concepción, en su funcionalidad y en sus 
objetivos. Los grupos parlamentarios que recientemente visitaron el CIE de
Aluche así lo han planteado en varios plenos de esta Cámara. Por eso me 
propongo impulsar un grupo de trabajo entre distintos ministerios, con los
mejores técnicos, con la experiencia de las ONG especializadas y, si lo tienen 
a bien, contando también con los grupos políticos, para determinar el modelo 
idóneo de CIE desde el punto de vista arquitectónico, de distribución de los 
espacios, de la gestión y de la atención adecuada a los internos, pero también
les digo que si hasta ahora han funcionado estas instalaciones ha sido gracias 
a la entrega de los agentes de policía que debieron asumir esta función. (...). 
El problema de los CIE no es exclusivo de España. Les aseguro que no está 
resuelto correctamente y a plena satisfacción de todos los grupos políticos 
en ninguno de los países de la Unión. Por eso les propongo que dejemos de
parchear el problema, que seamos audaces y diseñemos el modelo de CIE 
ideal para todos, de tal forma que nos puedan copiar los miembros de la Unión
Europea, los países que quieran seguir nuestra senda.

El 17 de febrero de 2020 el Sr. Grande-Marlaska exponía por su parte:

Anteriormente se hablaba de los CIE, en los que hay una inversión de 33 
millones para recomponer, readaptar los ocho CIE que tenemos en la actualidad
a las exigencias de la normativa de 2014, que se reformó, y evidentemente
pasarán a la naturaleza de lo que tiene que ser un CIE, que no son personas, 
algunas de las cuales están privadas de libertad por la comisión de delitos, sino
que simplemente son personas que ante una irregularidad y la necesidad de 
garantizar la devolución a su país de origen, y siempre que haya la seguridad
para la misma y haya un control judicial, tenga que estar ingresado. En eso 
comparto el criterio del señor Legarda de la concepción, y vamos en esa línea 
de modificar esa concepción de los CIE, y será buena prueba de ello el nuevo
CIE que iniciamos desde cero –que se les podrá exponer–, que es el CIE de 
Algeciras. Ya les referiremos que en tres años –ahora ya en menos– estará en
funcionamiento, y podremos hacer su presentación, porque será ese modelo de
CIE que a nuestro entender el señor Legarda ha diseñado perfectamente y en
pocas palabras a dónde va dirigido.
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De acuerdo con los antecedentes de hecho y fundamentos de Derecho alegados
y como resultado de la evaluación de impacto ambiental practicada, resuelve 
que no es necesario el sometimiento al procedimiento de evaluación ambiental
ordinaria del proyecto «Centro de internamiento de extranjeros (CIE) en Algeciras
(Cádiz)», ya que no se prevén efectos adversos significativos sobre el medio 
ambiente, siempre y cuando se cumplan las medidas y condiciones establecidas
en el documento ambiental y en la presente resolución.

Se diría que proyecta un cambio de modelo de CIE, pero no
lo detalla, ni fija una fecha cierta a decir de los proyectos
de construcción de CIE de nueva planta. A este respecto,
a lo largo de los últimos años los sucesivos presupuestos
generales del Estado han previsto partidas presupues-
tarias para la apertura de tres nuevos CIE en Algeciras,
Madrid y Málaga. Aunque solo han avanzado las gestiones
para iniciar obras de construcción en Algeciras, en una
parcela contigua al establecimiento penitenciario de Bota-
fuegos. Por lo demás, se emprenden obras de reforma par-

cial en algunos de los CIE existentes con resultados más
que mediocres, a la vista del auto del juez de control del
CIE de Barranco Seco tras sus visitas de inspección de
diciembre de 2019 y enero de 2020. En su visita a las islas
en febrero de 2020, el ministro del Interior anunció la in-
versión de 33 millones de euros para realizar nuevas
obras en los CIE de Barranco Seco y de Hoya Fría. Podría
añadirse que ha habido un cambio notable en el orden
simbólico, aunque cosmético: la Orden INT/675/2018, de
25 de junio, por la que se suprime el CIE de Fuerteventura:
instalaciones en desuso desde 2011, para las que se man-
tenían partidas presupuestarias por si se incrementaban
las llegadas irregulares por vía marítima a Canarias... situa-
ción que llegó en 2019, hasta el punto de que se oyen
voces que piden su reapertura.

La falta de voluntad política de cerrar los CIE y la
falta de vigor de una política de reforma del modelo
de internamiento llevan a pensar que, en la práctica, pre-
domina la idea del CIE como una institución deseable,
siquiera en el orden simbólico, para demostrar a la ciuda-
danía que se controla la situación migratoria dentro del
marco normativo y político de la UE... porque no surte efecto
alguno a la hora de disuadir de la migración irregular. 

En la práctica, esta política estética de cara a un segmento
de la ciudadanía tiene graves consecuencias sobre la vida
y la dignidad de muchas personas internadas y de sus fa-
milias: 11 personas ya han perdido la vida en un CIE.

Sus discursos no parecen reflejar
posturas antagónicas o alejadas, 
sino continuidad en lo sustancial
entre un gobierno sostenido por el 
PP y otro sostenido por una coalición
entre el PSOE y Unidas Podemos.
Por consiguiente, más bien debería 
afirmarse que la política del 
Ministerio del Interior sobre los CIE
no ha variado apenas a pesar de la 
alternancia política. 

El BOE publicó el 19 de noviembre una Resolución de 6 de noviembre de 2019, de la Dirección General de
Biodiversidad y Calidad Ambiental, por la que se formula informe de impacto ambiental del proyecto de CIE
de Algeciras. Como conclusión del informe, la Dirección General resuelve:

2.El modelo de CIE según el proyecto de construcción
en Algeciras
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Lo llamativo del documento es la caracterización del pro-
yecto de CIE que contiene. Después de describir el tamaño
de la parcela (20.000 m2), su forma trapezoidal irregular,
calcula una capacidad de albergar a una cifra aproximada
de 500 internos. Prevé la necesidad de contar con diversas
zonas y módulos diferenciados por los usos y por la acce-
sibilidad de los internos, funcionarios y visitas externas. 

Enumera una serie de instalaciones con las que debe con-
tar: control de acceso, servicios sociales, visitas, manteni-
miento y almacenes, oficinas, unidad de seguridad, cocina
y lavandería, enfermería, admisión, edificios residenciales,
sociocultural, edificio de instalaciones, puesto de control
y centro de seccionamiento. La descripción se extiende a
detallar los aspectos ambientales de los materiales de
construcción, los sistemas de ahorro energético y de agua,
el recurso a las energías renovables, los sistemas de agua
caliente, climatización, tratamiento de aguas grises, etc.

Al enumerar las instalaciones, no está mal la previsión
de espacios propios para los servicios sociales y lo
“sociocultural”, antes no tan claramente contemplados.
Preocupa, en cambio, la falta de alusión diferenciada
a la atención jurídica y a las visitas de ONG,más allá
de la inclusión genérica de “visitas”, que podría incluir in-
diferenciadamente a familiares y amistades, ONG, defensa
letrada y orientación jurídica.

El aspecto más problemático es la capacidad para
internar a 500 personas, por más que se prevea un edi-
ficio diferenciado según zonas y módulos. Paradójica-
mente, las instalaciones de los CIE en Algeciras y Tarifa se
encuentran en un estado deplorable, indigno; pero el trato
dispensado a los internos por los equipos policiales es
muy profesional y respetuoso, sin que se aprecien apenas
episodios de tensión. Los agentes, formados adecuada-
mente, se relacionan con números reducidos de internos
(30 en Algeciras y 40 en Tarifa). Preocupa que la gestión
de módulos con números mayores de internos eleve la ten-
sión, causándose situaciones como las que se observan
en otros CIE.

El 6 de mayo de 2020 el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía publicó un Acuerdo de 30 de abril de 2020, de la
Delegación Territorial de Agricultura, Ganadería, Pesca y
Desarrollo Sostenible en Cádiz, por el que se abre un pe-
riodo de información pública de 30 días con el fin de ob-
tener la Autorización Ambiental Unificada para el proyecto. 

Dado el estado de alarma, los plazos de alegaciones em-
pezarán a contar desde el cese de la suspensión de pla-
zos administrativos dispuesta por el estado de alarma.
Dicha suspensión no impide presentar documentación
antes del cese ni manifestar la voluntad de seguir trami-
tando este expediente sin que se suspenda el citado plazo.
Esto sitúa el horizonte del inicio de las obras en el segun-
do semestre de 2020, como pronto.

Y, sin embargo, el esfuerzo combinado de la sociedad civil,
el Defensor del Pueblo y los jueces de control para re-
vertir la restricción de otros muchos derechos es lenta y
costosa por las resistencias del Ministerio del Interior, aun
alegando razones presupuestarias.

La mayoría de las personas internadas no tiene reproche
penal, una minoría es internada una vez cumplida íntegra-
mente su pena y muy pocas porque la autoridad judicial ha
trocado la pena de privación de libertad por la expulsión.
Sin embargo, es preciso un esfuerzo constante para que
la opinión pública no proyecte sobre las personas interna-
das el estigma de ser indeseables; para impedir que algún
policía aumente la aflicción de la medida mediante la vio-
lencia verbal o física, mediante formas groseras o sutiles
de trato inhumano y degradante. 

Hay CIE en los que queda más patente la profesionalidad
de los policías a los que se encomienda la custodia, incluso
su altura humana, pero en otros se dan más casos de trato
duro, más episodios violentos.

A lo largo de los años ha habido internos que han protago-
nizado intentos de huida, altercados o protestas violentas:
ocasiones que requieren la pronta intervención policial
para contenerlos con un uso inmediato y proporcionado
de la fuerza. En tales circunstancias, la profesionalidad
de la policía se mide en su capacidad de eficacia con
el máximo respeto por la dignidad de las personas.
El respeto a los derechos fundamentales, especialmente
a la vida y la integridad personal, así como la prohibición
de la tortura, del trato inhumano y degradante, exige la in-
vestigación de las intervenciones policiales para determi-
nar si la fuerza que ejercen se encuentra dentro de los
límites constitucionales o no. Y forma parte de su profe-

3.El modelo policial de 
internamiento

El internamiento comporta la 
privación de la libertad ambulatoria
bajo custodia policial para impedir
que se quebrante la medida. 
El estrechísimo margen de 
constitucionalidad que el Tribunal
Constitucional reconoce a la medida
exige que no se prive a las personas
internas de otros derechos. 
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sionalidad asumir que deben ser objeto de investigación.
Una privación de libertad con un margen de constitucio-
nalidad tan estrecho multiplica la exigencia de vigilancia
sobre la acción policial.

Hablar de modelo policial respecto del internamien-
to es verlo desde un simple prisma de eficacia: un
modo de privación de libertad que asegura la ejecución
de la sanción impuesta. Durante muchos años se ha ges-
tionado la vida en el CIE desde el prisma de la satisfacción
de las necesidades básicas y aun limitando el acceso a
los servicios higiénicos. Ha sido necesario mucho esfuerzo
para que el Ministerio del Interior comprenda que es pre-
ciso llenar las jornadas de las personas internadas con
ejercicio físico y actividades socioculturales. Y aun cuando
las prevé la normativa, están lejos de garantizarse de un
modo aceptable.

Hablar de modelo policial también ha implicado que
se haya privilegiado la medida de internamiento
frente a las alternativas que fija la ley para asegurar
la ejecución de las órdenes de expulsión; la aplica-
ción automática de la ley en los supuestos en los que pro-
cede la devolución sin tener en cuenta la inutilidad de la
medida para grupos de población cuya devolución resulta
imposible; así como la búsqueda de vías para asegurar la
devolución, incluso poniendo en peligro a personas cuya
situación requiere algún modo de protección.

El carácter constitucionalmente problemático del interna-
miento exige: que se emplee residualmente como último
recurso mientras se mantenga; abandonar la perspectiva
policial; así como una conciencia más exacta del Ministe-
rio Fiscal y de la judicatura a la hora de autorizarlo.

Los jueces de control han sido determinantes para forzar
la lentísima evolución del internamiento, forzando a no se-
guir privando de derechos distintos a la libertad ambula-
toria. Su actuación ha dependido de la apreciación de las
circunstancias concretas en cada CIE, no siempre com-
parables. También ha dependido del marco ideológico

personal, más garantista de los derechos de las personas
internadas o más comprensivo con las políticas de lucha
contra la inmigración irregular. Pero sus autos van for-
mando una cierta doctrina sobre el internamiento a la que
prestar mucha atención.

Y uno de los puntos débiles del sistema de interna-
miento es la actuación de los juzgados de instruc-
ción llamados a autorizarlo, junto con la labor del
Ministerio Fiscal que lo informa favorablemente. 

para que disciernan los casos de expulsión en los que es
preferible adoptar otras medidas cautelares distintas al in-
ternamiento; para que disciernan la desproporción entre
internamientos y cantidad de personas que pueden ser
efectivamente devueltas; para no ceder a la instrucción
colectiva de las solicitudes de autorización, discerniendo
las circunstancias personales caso por caso. Esto debería
empezar en la Escuela Judicial, pero debería continuar con
seminarios de formación permanente.

El debate sobre las políticas migratorias revela otro debate
más de fondo entre un modelo de ciudadanía global y otro
que repliega a cada grupo humano que se identifica por
la comunidad de lengua, de religión o de vínculos históri-
cos, trazando fronteras. Es indicador de los miedos pro-
fundos que laten en toda sociedad y de la facilidad con la
que se manejan políticamente. La gestión de los CIE se
vuelve un tema incómodo por la distancia entre las posicio-
nes ideológicas y las exigencias de la realidad concreta.

Cualquier partido que gobierne, más allá de sus dis-
cursos trata de mirar hacia otro lado cuando se trata
de la gestión concreta, aceptando morosamente las
modificaciones exigidas por la Justicia para rebajar
las disonancias del internamiento con el marco cons-
titucional de garantía de los Derechos Humanos.

Es preciso mantener la perspectiva constitucional,
reconocer la primacía de los derechos aparejados
a la dignidad humana. Solo desde ahí pueden legitimar-
se las posiciones políticas. 

Sin una defensa categórica de los Derechos Humanos, no
solo sufren las personas extranjeras: sufren toda la ciuda-
danía y toda la humanidad; a la vez que se deterioran la de-
mocracia y el Estado de Derecho.

4.El papel del Ministerio 
Fiscal y de la judicatura

5.Mirando hacia otro lado

Uno de los mayores aciertos de la 
reforma de 2009 de la LO 4/2000 fue
la introducción de la figura del 
juzgado de control de estancia en el
artículo 62.6. 

Es necesaria una mayor formación, 
no solo una mayor sensibilización,



A nuevos tiempos,
nuevas políticas
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mirando de
frente

Mirando de frente el internamiento de personas 
extranjeras es difícil pensar en otra cosa que no sea en el
cierre de los CIE. Hoy por hoy, el ordenamiento jurídico prevé
medidas cautelares alternativas para asegurar la ejecución
de las órdenes de expulsión. Con la ley en la mano, el 
internamiento debería ser residual, una medida aplicable
solo como último recurso.

Conclusiones y 
recomendaciones
del SJM
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Cuando se trata de expedientes de devolución, la normativa actual que exige solicitar autorización judicial
de internamiento cuando no se pueda ejecutar la devolución en el plazo de 72 horas se cumple en parte:
sobre todo, cuando las entradas irregulares en territorio español desbordan la capacidad de los CIE; tam-
bién por la constatación de que es imposible devolver a muchas personas con nacionalidad dudosa, o pro-
venientes de países con los que España no ha firmado acuerdos bilaterales de readmisión. 

El internamiento en casos de devolución es producto del azar: unas personas son devueltas desde la comisaría,
otras van al CIE, mientras que otras son derivadas a centros de acogida humanitaria o puestas en libertad sin acceso a
recurso social alguno. Y luego es fruto del azar que el fin del internamiento sea la devolución o la puesta en libertad. Una
medida cautelar aplicada de modo tan azaroso es injusta.

Se empezó poniendo en libertad a quien contaba con domicilio propio o redes de apoyo. Los Ministerios del Interior y
de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones se han coordinado para realojar en centros de acogida humanitaria a las
personas internas que no los tenían. Ha sido destacada la intervención del Defensor del Pueblo, de los juzgados de con-
trol de estancia en los CIE respectivos, y de la sociedad civil. Pero ha habido dos autoridades clave: el Comisario Gene-
ral de Extranjería y Fronteras, y el Fiscal de Extranjería. El primero impartió instrucciones para que el Cuerpo Nacional
de Policía no solicitara autorizaciones de internamiento mientras permanecen cerradas las fronteras. El segundo impartió
instrucciones para que los fiscales de extranjería informen desfavorablemente las solicitudes de autorización de inter-
namiento que pudieren llegar.

Conforme avanza el proceso de desescalada crece la inquietud por la política de internamiento. El Ministerio del Inte-
rior señala que los futuros internamientos no dependerán de la desescalada interna en España, sino de la apertura de
las fronteras internacionales y de la posibilidad efectiva de ejecutar órdenes de expulsión y de devolución.

Vistas las constantes denuncias de las organizaciones sociales, del Defensor del Pueblo y de los juzgados de control
sobre las condiciones estructurales de los CIE y sobre las deficiencias de sus servicios, una reapertura que contemple
limitaciones de ocupación y medidas sanitarias acordes implicaría una inversión presupuestaria muy considerable en
tiempos de crisis. Hay alternativas menos lesivas de los Derechos Humanos y menos gravosas para los contribuyentes.

Cabe recordar que estos lugares requieren una inmensa inversión económica, soportando recursos humanos, mante-
nimiento de espacios residenciales con privación de libertad, manutención, atención social, sanitaria, suministros y otros
gastos que, durante esta crisis se han visto especialmente revalorizados. 

Se ha podido constatar que este tipo de recursos, empleados en otros ámbitos, ayudarían a salvar vidas. Por ello resulta
inquietante la posibilidad de una reapertura que lleve a destinar tales esfuerzos presupuestarios a un sistema fallido de
internamiento, en vez de a hacer frente a las múltiples realidades sociales que tras las crisis del COVID-19 precisa-
rán una respuesta urgente: espacios de acogida, manutención, atención sanitaria y social. 

La experiencia vivida durante la crisis de lA COVID-19 demuestra
que España ha podido vivir con los CIE vacíos. La progresiva
puesta en libertad de las personas extranjeras internadas ha
sido una buena práctica por la que España ha destacado en 
Europa. Su clave fue la mirada frontal que dirigió el Ministerio
del Interior a la realidad: la imposibilidad de expulsar o devolver por el cierre

de fronteras y el riesgo que entraña el contacto 
forzoso en espacios exiguos para internos y personal
de servicio. La mirada frontal tuvo como marco una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico, 
a partir del cual se tomaron decisiones correctas.
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Los ha animado a impartir instrucciones en el sentido de que el Cuerpo Nacional de Policía no solicite autorizaciones ju-
diciales de internamiento, y de que los fiscales de extranjería informen desfavorablemente las solicitudes de autorización
judicial de internamiento. Por supuesto, el SJM querría que todos los jueces de instrucción comprendan mejor la natu-
raleza problemática del internamiento y de los CIE como institución, de modo que disciernan muchísimo si hay algún
caso para el que autorizar excepcionalmente el internamiento. Pero, contando con la independencia judicial, no hay au-
toridad que pueda transmitirles instrucciones: sería necesaria una labor formativa previa, desde la Escuela Judicial, o
una labor de persuasión en las instancias disponibles para su formación permanente.

Para el caso de que el Comisario General de Extranjería y Fronteras y el Fiscal de Extranjería desoigan la llamada a no re-
tomar el internamiento, el SJM insiste en que en que impartan instrucciones para que determinadas categorías de per-
sonas en situación de vulnerabilidad no sean internadas bajo ningún concepto:

• Jóvenes cuya mayoría de edad no quede fehacientemente probada, optando por la protección debida
a los menores cuando la horquilla de edad que resulte de la prueba comprenda los 18 años.

• Personas necesitadas de protección internacional, a las que debería facilitarse la manifestación de
voluntad de solicitarla ya en las primeras labores de identificación tras su entrada en territorio español.

• Personas con indicios de padecer algún problema de salud física o mental.

• Personas que cuentan con arraigo familiar y social, domicilio propio o redes de apoyo.

• Personas con indicios de haber sido objeto de trata.

Los recursos de ayuda humanitaria de la Administración siguen realizando una primera labor de acogida. Pero, sobre
todo, la Hospitalidad de la sociedad civil, enorme y silenciosa, posibilita finalmente incorporar a la sociedad española
todo el aporte humano, cultural, económico y laboral que estas personas ofrecen. 

Mientras los gobiernos mantengan abiertos los CIE a pesar de todas las razones para cerrarlos, tienen que
garantizar la calidad de vida de las personas internadas: cuidado de la dignidad e intimidad en los espacios com-
partidos, ropa adecuada, comida equilibrada, disponibilidad de útiles de aseo, acceso a las comunicaciones, actividades
socioculturales, acceso de visitantes, facilidad para el acompañamiento proporcionado por las ONG (lo cual implica la
disponibilidad de espacios apropiados). También tienen que asegurar la defensa letrada y la orientación jurídica en el CIE,
habilitando espacios apropiados. 

El servicio médico y sanitario debería proporcionar más y mejores servicios que en la actualidad: sería más conveniente
cumplir lo dispuesto por el artículo 14.1 del reglamento de funcionamiento y régimen interior de los CIE cuando prevé
que el servicio de asistencia sanitaria quede bajo la responsabilidad de un médico perteneciente a la Administración Ge-
neral del Estado, auxiliado en sus cometidos por, al menos, un ayudante técnico sanitario o diplomado o graduado univer-

El SJM ha apelado a dos autoridades clave en el proceso de vaciamiento
de los CIE: el Comisario General de Extranjería y Fronteras y el Fiscal
de Extranjería en la Fiscalía General del Estado. 

Durante el período de Estado de alarma la realidad migratoria ha
seguido su dinámica, produciéndose entradas irregulares. Las personas
recién llegadas siguen siendo identificadas al entrar en territorio 
nacional.
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sitario en enfermería. Esos gobiernos tendrán que invertir en algo tan difícil como rebajar la ansiedad y la angustia de
personas conscientes de lo que pierden por la expulsión o la devolución.

Mientras se mantenga una institución tan difícilmente justificable desde el prisma jurídico constitucional, no basta con la
mejora de la calidad de vida de las personas internadas y de la profesionalidad de los agentes de policía responsables
de la custodia y de la intervención en situaciones conflictivas. Es preciso que quede como medida residual, como últi-
mo recurso en la gestión de la expulsión, excepcional también en la gestión de la devolución. 

Hay personas internadas que no deberían estarlo de acuerdo con la ley, puesto que son acreedoras de
algún tipo de protección:menores de edad, víctimas de trata, quienes tienen perfil de refugiado o que requieren pro-
tección subsidiaria, porque padecen problemas de salud física o mental, etc. Por ello es necesario mejorar la detección,
contar con medios de prueba más precisos y con una mentalidad que anteponga la protección a la expulsión.

El relato de “El traje nuevo del emperador” ayuda a comprender esta dinámica, porque los protagonistas se empeñan en
construir una realidad que no se sostiene a pesar de mantener la apariencia a base de repetir palabras. Hay pruebas
suficientes para denunciar que “El emperador va desnudo”, que los CIE son un sistema de internamiento costoso,
inútil e innecesario y que la apertura de nuevos centros, más grandes, más impersonales, más peligrosos e
inhumanos vendrá de la mano de más menores y refugiados internados, más suicidios, más tratos degradantes
e inhumanos, más aislamiento y obstáculos a las visitas y menos Derechos Humanos.

La crisis económica provocada por la pandemia del COVID-19 puede tener efectos importantes en los movimientos mi-
gratorios. Conforme se alargó la crisis de 2008 España fue más país de emigración y de tránsito que de inmigración. Es
plausible que suceda lo mismo. La prolongación de las situaciones de paro entre personas extranjeras con autorización
de residencia temporal puede aumentar los casos de irregularidad sobrevenida. 

Es tiempo de diseñar y aplicar políticas que 
amortigüen el impacto de la crisis, faciliten 
procesos de regularización e impidan la 
irregularidad sobrevenida. 

No es tiempo de pensar en políticas migratorias
represivas y en el internamiento como
demostración de fuerza que solo tranquiliza a la
opinión pública en el país... porque no surte efecto
disuasor alguno en las coyunturas de inmigración.
A nuevos tiempos, nuevas políticas.
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